ACCIÓN DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA 

RADICADO: 66001 22 04 003 2016 00004
ACCIONANTE: Robinson Emilio Salinas Gómez 


ACCIONADO: J2EPMS y otros 

ASUNTO: No tutela – Previene a la demandada 

PERMISO DE 72 HORAS/ Trámite y competencia.

“4.7.4. Ahora bien, con respecto a la petición del actor, se debe señalar que corresponde al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad aprobar las solicitudes de reconocimiento de beneficios administrativos; en consecuencia, el citado funcionario tiene competencia para aprobar o no el beneficio administrativo de hasta 72 horas (…)

Sin embargo, para poder llegar a cualquier conclusión, el juez ejecutor requiere que de la Dirección del establecimiento carcelario donde se encuentra el sentenciado, se remitan todos los documentos pertinentes y cartilla biográfica con el fin de estudiar la concesión o no del permiso aludido.

(…) Al respecto, la Sala observa que por parte del Director del EPMSCPEI el pasado 22 de enero corrió traslado de la solicitud del permiso de 72 horas elevada por el señor Robinson Emilio Salinas Gómez, junto con la documentación pertinente al Juez 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, quien deberá hacer un análisis del caso en concreto y obrar conforme a su competencia legal deberá concluir si en el caso sub examen el actor reúne o no los requisitos para que proceda o no el beneficio invocado.
(…) En tal virtud y de conformidad con el precedente constitucional antes aludido, la Sala encuentra que las autoridades accionadas no han vulnerado los derechos fundamentales de petición y debido proceso del señor Salinas Gómez (…)”

Citas: Corte Constitucional, sentencias T -254 de 1993 y T-439 de 2006, 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira,  veintiséis (26) de enero de dos mil dieciséis (2016)

Aprobado por Acta No.046
Hora: 7:30 a.m.
 1. ASUNTO A DECIDIR
 
Se procede a resolver lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por el ciudadano Robinson Emilio Salinas Gómez en contra del Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS
Narró el accionante que fue capturado el 24 de diciembre de 2012 y condenado por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, a la pena de 112 meses de prisión, la cual es vigilada por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, llevando a la fecha 43 meses entre físicos y descontados.  Por lo tanto, consideró que de conformidad con la ley 65 de 1993 tiene derecho a que se le conceda el beneficio de las 72 horas, además por cuanto él es un joven de 21 años de edad y porque ha mantenido buen comportamiento dentro del establecimiento donde se encuentra recluido. 
Señaló que no entiende por qué no se le ha otorgado dicho beneficio, ni le dan razón al respecto.

2. ACTUACIÓN PROCESAL

Mediante auto del 13 de enero de 2016 se avocó el conocimiento de la presente acción, se ordenó correr traslado al Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda y vinculó al Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas (folio 4). Luego de recibida la respuesta del juzgado ejecutor, se vinculó al Director de la cárcel de mediana seguridad de esta ciudad (folio 9).
3. RESPUESTAS A LA ACCIÓN DE TUTELA
3.2.  JUZGADO 2º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA

Su titular informó que revisado el expediente correspondiente al proceso del señor Robinson Emilio  Vargas Pinzón, no se halló solicitud alguna sobe el permiso administrativo de las 72 horas, trámite que corresponde inicialmente al establecimiento carcelario en donde se encuentra recluido el mismo, recoger toda la información y documentos que acrediten el cumplimiento de los requisitos exigidos para tal efecto, con lo cual se conforma una cartilla que luego será enviada a estos despachos, lo que aún no ha ocurrido. Por lo tanto, solicitó que se vincule a la cárcel donde se encuentra privado de la libertad el accionante.  

Por lo anterior, solicitó que se exonere a ese despacho de cualquier responsabilidad en el asunto, toda vez que no se están vulnerando derechos fundamentales al actor (folio 8).

3.2. DIRECCIÓN DEL ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO DE MEDIANA SEGURIDAD CARCELARIO DE PEREIRA
Destacó que entre los requisitos legales que se exigen para otorgar el permiso de las 72 horas, se encuentra el de verificar que el solicitante no tenga requerimientos por parte de alguna u otra autoridad judicial, por lo que se requiere la intervención de la Policía Nacional, la correspondiente visita domiciliaria donde se disfrutará el correspondiente permiso, actividades que regularmente pueden tardar entre uno y dos meses. Una vez se cumplan los requisitos descritos, se pone en consideración del Consejo de Disciplina para que emita un concepto frente al posible otorgamiento del mencionado beneficio, corriendo traslado a la autoridad judicial pertinente para que obre de conformidad.

Por lo anterior, informó que en la fecha radicó ante el Juez 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira toda la documentación necesario para que se pronuncie de fondo frente a la solicitud del accionante, situación que fue puesta en conocimiento del actor.

Consideró entonces, que esa Dirección no ha vulnerado derechos fundamentales al accionante. Así mismo, el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad requiere de un tiempo razonable para llevar a cabo el correspondiente estudio de los documentos allegados.

Por lo expuesto, solicitó negar el amparo solicitado.  (Folio 11, frente y vuelto) 
Adjuntó copia de la respuesta emitida al accionante el 22 de enero de 2016, del oficio dirigido al Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad con los anexos para el estudio del beneficio de las 72 horas. (Fls. 12-19)
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.3. Problema jurídico
Corresponde a esta Sala determinar si las autoridades accionada y vinculadas han vulnerado derechos fundamentales al señor Robinson Emilio  Salinas Gómez por no se le ha concedido el beneficio administrativo de las 72 horas.

4.4. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.5. Por ello se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela, está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u ofensa concreta frente a una persona determinada. 

4.6.  La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es el de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: 

“…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”
 
4.7. Solución al caso concreto 

4.7.1. De conformidad con las pruebas arrimadas al proceso y de acuerdo a lo manifestado por el señor Robinson Emilio Salinas Gómez, observa esta Sala que el 16 de septiembre de 2015 el accionante radicó en la oficina de derechos humanos del establecimiento penitenciario de mediana seguridad de Pereira una solicitud de permiso hasta por 72 horas (folio 13).  Sin embargo, como al momento de instaurar la presente acción de tutela, su petición no había sido resuelta, el actor se vio en la obligación de solicitar la intervención del juez constitucional por considerar que cumple con los requisitos para que dicho beneficio administrativo sea otorgado.

4.7.2. Si bien el accionante no indicó cuáles derechos fundamentales consideró vulnerados por parte de las autoridades demandadas, la Sala hará alusión a la jurisprudencia de la Corte Constitucional que señala la protección de los derechos de petición y al debido proceso de los reclusos en el trámite de sus solicitudes, según la Sentencia T-439 de 2006, así:
 
“(…) Como ya fue mencionado, la imposición de penas o medidas preventivas  privativas de la libertad supone la suspensión de ciertos derechos fundamentales de los reclusos, así como la limitación de otros. Sin embargo, como ha sido manifestado en repetidas oportunidades por esta Corporación, el derecho de petición, así como el derecho al debido proceso de las personas privadas de la libertad no sufre ninguna restricción con ocasión de la reclusión. Se trata de derechos cuyo goce pleno continúa en cabeza de los internos.
 
Con fundamento en estas consideraciones, la Corte ha concedido en varias ocasiones la tutela al derecho de petición de reclusos cuyas solicitudes no habían sido resueltas de fondo y oportunamente por las autoridades penitenciarias.
 
Sobre la importancia del derecho de petición para los reclusos, la Corte sostuvo:
 
 
“El derecho de petición (C.P., artículo 23) es uno de aquellos derechos fundamentales que los reclusos ostentan en forma plena, vale decir, que no está sometido a ningún tipo de limitación o restricción en razón de la situación de privación de la libertad a que se encuentran sometidas estas personas. Lo anterior se deriva de la naturaleza misma de la relación de especial sujeción que vincula al interno a la administración carcelaria. En efecto, como antes se anotó, el recluso se encuentra inserto dentro de la señalada administración, de la cual dependen, por completo, sus situaciones vitales. La vida del interno, incluso en sus aspectos más mínimos, está supeditada al buen funcionamiento y a las decisiones de las autoridades penitenciarias y carcelarias. Para resolver sus problemas y encontrar respuestas a las inquietudes que la vida en cautiverio le plantea, el recluso sólo puede recurrir a la administración dentro de la cual se encuentra integrado. En este orden de ideas, la única razón que justificaría una eventual limitación del derecho fundamental de petición de un recluso consistiría en que el titular del mencionado derecho abusara de éste en detrimento de los derechos fundamentales de otras personas (C.P., artículo 95-1).” 
En este mismo fallo, la Corporación analizó el contenido de las respuestas que satisfacen el derecho de petición de los internos. Al respecto, aseguró:
 
En primer lugar, que si bien la garantía de este derecho no comporta la obligación de las autoridades de dar respuesta positiva a las solicitudes de los internos ni de realizar las gestiones que ellos demanden, sí conlleva el deber de adoptar todas las medidas necesarias para que reciban una respuesta completa y oportuna. Por tanto, la Corte afirmó que la satisfacción del derecho de petición de los reclusos significa también la obligación de las autoridades de evitar dilaciones injustificadas.”  (Subraya fuera del texto)
 
4.7.3. Frente a la solicitud del accionante, sea lo primero indicar que corresponde al juez de ejecución de penas y medidas de seguridad garantizar la legalidad de la ejecución de la pena y que se lleve a cabo precisamente al verificar el cumplimiento efectivo de ciertas condiciones, de conformidad con el artículo 147 de la Ley 65 de 1993, que consagra lo siguiente: 
"ARTÍCULO 146. BENEFICIOS ADMINISTRATIVOS. Los permisos hasta de setenta y dos horas, la libertad y franquicia preparatorias, el trabajo extramuros y penitenciaria abierta harán parte del tratamiento penitenciario en sus distintas fases, de acuerdo con la reglamentación respectiva."
El beneficio administrativo hasta de 72 horas se encuentra regulado en el artículo 147 de la citada norma, que dispone: 
”ARTÍCULO 147. PERMISO HASTA DE SETENTA Y DOS HORAS. La Dirección del Instituto Penitenciario y Carcelario podrá conceder permisos con la regularidad que se establecerá al respecto, hasta de setenta y dos horas, para salir del establecimiento, sin vigilancia, a los condenados que reúnan los siguientes requisitos:

1. 
 Estar en la fase de mediana seguridad.

2.  Haber descontado una tercera parte de la pena impuesta.

3.  No tener requerimientos de ninguna autoridad judicial.

4.  No registrar fuga ni tentativa de ella, durante el desarrollo del proceso ni la ejecución de la sentencia condenatoria.

5.  Haber descontado el setenta por ciento (70%) de la pena impuesta, tratándose de condenados por los delitos de competencia de los Jueces Penales de Circuito Especializados.

6.  Haber trabajado, estudiado o enseñado durante la reclusión y observado buena conducta, certificada por el Consejo de Disciplina.
7. Quien observare mala conducta durante uno de esos permisos o retardare su presentación al establecimiento sin justificación, se hará acreedor a la suspensión de dichos permisos hasta por seis meses; pero si reincide, cometiere un delito o una contravención especial de policía, se le cancelarán definitivamente los permisos de este género".

4.7.4. Ahora bien, con respecto a la petición del actor, se debe señalar que corresponde al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad aprobar las solicitudes de reconocimiento de beneficios administrativos; en consecuencia, el citado funcionario tiene competencia para aprobar o no el beneficio administrativo de hasta 72 horas y es quien tiene autonomía para verificar si el condenado una vez cumpa con los requisitos, para otorgársele el mismo, con base en el cumplimento de los fines de la pena y de su resocialización; lo anterior, de conformidad con el numeral 5o del artículo 38 de la Ley 906 de 2004.  
Sin embargo, para poder llegar a cualquier conclusión, el juez ejecutor requiere que de la Dirección del establecimiento carcelario donde se encuentra el sentenciado, se remitan todos los documentos pertinentes y cartilla biográfica con el fin de estudiar la concesión o no del permiso aludido.
4.7.5. Al respecto, la Sala observa que por parte del Director del EPMSCPEI el pasado 22 de enero corrió traslado de la solicitud del permiso de 72 horas elevada por el señor Robinson Emilio Salinas Gómez, junto con la documentación pertinente al Juez 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, quien deberá hacer un análisis del caso en concreto y obrar conforme a su competencia legal deberá concluir si en el caso sub examen el actor reúne o no los requisitos para que proceda o no el beneficio invocado.

4.7.6. En tal virtud y de conformidad con el precedente constitucional antes aludido, la Sala encuentra que las autoridades accionadas no han vulnerado los derechos fundamentales de petición y debido proceso del señor Salinas Gómez; sin embargo, prevendrá al Juez 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que estudie el caso del accionante y emita el respectivo pronunciamiento, el cual deberá ser notificado al mismo conforme corresponda. 
DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

RESUELVE

PRIMERO: NO TUTELAR los derechos fundamentales de petición y debido proceso al señor Robinson Emilio Salinas Gómez en contra del Juez 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira y el Director del EPMSC de Pereira. 
SEGUNDO: PREVENIR al Juez 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira para que estudie la solicitud del permiso administrativo de las 72 horas del señor Robinson Emilio Salinas Gómez y emita el respectivo pronunciamiento, el cual deberá ser notificado al mismo conforme corresponda. 
TERCERO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 

Secretaria
� Corte Constitucional. Sentencia T -254 de 1993 
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